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Resumen: ¿Todas las provincias o estados se benefician durante los 
períodos de descentralización? ¿Todas las unidades subnacionales 
sufren los mismos costos en tiempos de centralización? Si esto no 
es así, ¿cuáles son los distritos que se benefician y cuáles son los más 
afectados? Las respuestas a esas preguntas, sostiene este trabajo, 
dependen de las coaliciones que se construyen entre los presidentes 
y gobernadores para llevar adelante reformas centralizadoras o des-
centralizadoras. Estas dependen, a su vez, de divisiones partidarias y 
estructurales entre las provincias. El trabajo realiza un breve análisis 
de los antecedentes de investigación sobre el tema, analiza algunos de 
los principales acontecimien tos y procesos históricos durante períodos 
clave y presenta algunas conclusiones e implicancias para finalizar.
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1. INTRODUCCIÓN

¿Todas las provincias o estados se benefician durante los períodos 
de descentralización? ¿Todas las unidades subnacionales sufren los mis- 
mos costos en tiempos de la centralización? Si esto no es así, ¿cuáles son 
los distritos que se benefician y cuáles son los más afectados? Las res- 
puestas a esas preguntas, sostengo en este trabajo, dependen de las coa-
liciones que se construyen entre los presidentes y gobernadores para 
llevar adelante reformas centralizadoras o descentralizadoras. Estas 
dependen, a su vez, de divisiones partidarias y estructurales entre las 
provincias.

Los presidentes poderosos tienden a centralizar recursos fiscales, 
especialmente en contextos de crisis fiscal. Pero ¿recortan recursos a 
todas las unidades subnacionales por igual? Por el contrario, cuando los 
gobernadores son poderosos tienden a presionar al gobierno central para 
descentralizar fondos. Pero ¿todos los estados se benefician por igual? Si 
la respuesta es no, ¿cuáles son los estados que más se benefician?

Varios estudios han argumentado que las transferencias fiscales y 
administrativas del gobierno central, o las políticas de descentraliza-
ción, benefician a las unidades subnacionales al darles mayor autono-
mía e influencia en la gestión de sus presupuestos y más recursos para 
administrar -con más eficacia que el gobierno central- las funciones de 
las que son responsables (Tiebout, 1956; Musgrave, 1959; Oates, 1977), 
limitando la intervención del gobierno central en la economía (Brennan 
y Buchanan, 1980) y haciendo que los mercados sean más competitivos 
y eficientes (Weingast, 1995) (véase Rodden, 2006, pp. 16-19 y Treis-
man, 2007, pp. 11-15 para una revisión).

Más recientemente, otros han cuestionado estas afirmaciones, 
refutando los supuestos beneficios de la descentralización y alegando 
que esta política puede hacer más dependientes y fiscalmente vulnera-
bles a las unidades subnacionales frente a los gobiernos centrales (Ron-
dinelli et al., 1983; Prud’homme, 1995; Bird et al., 1995; Falleti, 2003, 
2005, 2010) o tener consecuencias negativas para la estabilidad fiscal, la 
eficiencia administrativa y el crecimien to económico (Ter-Minassian, 
1996, 1997, Burki et al., 1998; Remmer y Wibbels, 2000; Treisman, 
2000; Perry y Webb, 2000; Tommasi et al., 2001; Rodden y Wibbels, 
2002; Rodden et al., 2003).
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¿Qué provincias se benefician durante los períodos de centralización...?

Este trabajo pretende avanzar un paso más en este debate, argu-
mentando que tenemos que diferenciar el impacto fiscal de las trans-
ferencias federales (en general) o de las políticas de descentralización 
(en particular) en las distintas unidades subnacionales. Como Gibson y 
Falleti (2004, p. 247) afirman “[una] perspectiva que explique la centra-
lización (o descentralización) en los sistemas federales exclusivamente 
como resultado de conflictos entre actores definidos como el ‘gobierno 
central’ y ‘los gobiernos subnacionales’ oculta el enorme impacto que 
estas políticas tienen para el equilibrio de poder entre las unidades 
subnacionales de una federación.”

La contribución central de este estudio es que precisa teórica-
mente y demuestra empíricamente cuáles son las provincias que se 
benefician en términos fiscales en períodos de centralización y cuáles 
durante períodos de descentralización. Desarrollo el argumento y 
presento evidencia empírica para Argentina, un país federal con gran 
desigualdad económica regional, provincias con dotaciones de facto- 
res muy diversos (Wibbels, 2005, p. 172) y algunos de los gobernadores 
más fuertes de la región. Esto hace de Argentina un caso de estudio 
muy relevante para explorar la dinámica en las luchas por la distribu-
ción de recursos entre unidades de la federación.

Parte de la literatura sobre el tema, en general, parte de la supo-
sición de que las provincias o estados son unidades relativamente 
homogéneas, tanto en términos políticos como estructurales. Como 
indica Wibbels (2005, p.  ), “[m]ucho de la investigación actual sobre 
federalismo se centra en las relaciones entre el gobierno central y las 
regiones consideradas en su conjunto, a pesar de que las regiones dentro 
de las federaciones varían significativamente en sus intereses políticos.” 
Por lo tanto, cuando los presidentes transfieren fondos, lo hacen a una 
unidad subnacional “media.”3 En este trabajo, argumento que con el 
fin de establecer cuáles son los distritos que se benefician y los que se 
perjudican durante períodos de centralización y descentralización, es 
necesario, en primer lugar, desagregar las provincias de acuerdo a una 
dimensión estructural y otra partidaria. 

3 El trabajo de O’Neill (2003, 2005), por ejemplo, puede ser considerado una 
excepción parcial a esto.
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En términos estructurales, podríamos clasificar los distritos en 
función de su demograf ía (población), nivel de desarrollo (medido, 
por ejemplo, en términos de PBI per cápita regional), la dotación 
de factores,4 estructura productiva y la capacidad fiscal (cantidad de 
ingresos recaudados a nivel regional en relación a los transferidos por 
el gobierno central).

Las variables estructurales son importantes en este trabajo por 
tres razones principales: en primer lugar, para determinar la capacidad 
fiscal de los estados (Rodden, 2002) o cuanto pueden autofinanciarse 
los distritos y obtener los recursos que necesitan para brindar las 
funciones por las que son responsables. De la misma manera, estas va- 
riables afectan la relevancia de las transferencias del gobierno central 
en relación a los impuestos recaudados localmente. Cuanto menos 
pobladas y menos desarrolladas son las provincias, menor el stock de  
recursos domésticos (Boix, 2003), tanto menor será la recolección  
de impuestos y más importantes las transferencias del gobierno central 
en relación a los ingresos totales.

En segundo lugar, la dimensión estructural también afecta el tipo 
de capacidad impositiva del distrito. Las provincias con una estructura 
productiva compleja y diversa, con un amplio stock de activos domésti-
cos, o los que se basan en un recurso de extracción imponible (como la 
minería o el petróleo) tienen fuentes de ingresos que los hacen menos 
dependientes de las transferencias federales que otras provincias sin 
esos recursos. 

En tercer lugar, los factores estructurales también tienden a afec-
tar las preferencias de las élites provinciales en relación a un gobierno 
centralizado o descentralizado (en términos de estructura tributaria 
y la distribución de funciones). Cuando la economía provincial es 
relativamente grande y diversificada y sus recursos pueden ser objetos 
imponibles, las élites regionales tenderán a preferir más descentraliza-
ción, ya que esto les permitirá cobrar sus propios tributos, administrar 

4 Wibbels (2005, p.  166) entiende por dotación de factores “los atributos 
básicos (población, geograf ía, suelo, precipitación, temperatura, etc.) que 
ocupan un lugar central en la naturaleza de la producción económica de una 
región. Se asume que estas características de los factores informa fundamen-
talmente a los intereses de las élites.”

Lucas González
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sus propios recursos y re-distribuir menos a los distritos más pobres. 
Las provincias con una estructura productiva relativamente pobre, re- 
cursos que puedan ser objetos imponibles insignificantes o inexisten-
tes y más dependientes fiscalmente del gobierno central preferirán un 
gobierno nacional capaz de recaudar más impuestos de los distritos 
más ricos y de redistribuir estos ingresos para ellos.

Las variables estructurales no han sido utilizadas en estudios sobre 
reformas económicas o institucionales. La literatura sobre las reformas 
centralizadoras en países federales ha enfatizado el papel de liderazgo 
(Samuels y Mainwaring, 2004), las instituciones políticas para apoyar 
la autoridad presidencial y los intentos de reforma de los ejecutivos 
(Haggard y Kauffman, 1992; Willis et al., 1999; Garman et al., 2001), la 
relevancia de las crisis fiscales y el debilitamien to de los líderes subna-
cionales (Abrucio, 1998), o la concentración de poderes (legislativos) en  
manos del ejecutivo federal (para aprobar las reformas legislativas  
en general) (Cheibub y Limongi, 2000). Wibbels (2005, p. 164) afirma 
que algunos estudios han señalado la importancia de las coaliciones (en 
su estudio Wibbels se centra en el momento de la formación de la cons-
titución, pero podemos aplicar esta afirmación a nuestro tema de inves-
tigación también), pero rara vez son estas coaliciones explícitamente 
identificadas como regionales o geográficas en su naturaleza. Gibson 
(1997) y Gibson y Calvo (2000) son una de las pocas excepciones: ellos 
incluyen una dinámica regional en su argumento, cuando afirman 
que “las reformas estructurales se concentraron principalmente en las 
regiones económicamente desarrolladas del país, mientras que el gasto 
público y el patronazgo lo hicieron en las regiones económicamente 
marginales, pero políticamente sobrerrepresentadas, sostuvieron el 
apoyo para el partido de gobierno” (2000, p. 32). A pesar de sus con-
tribuciones, ningún trabajo, que yo sepa, ha incluido en el análisis el 
papel de la formación de coaliciones en el nivel subnacional de acuerdo 
a las preferencias de los líderes regionales en relación con la centra-
lización y la redistribución. En este trabajo sostengo que los líderes 
provinciales no tienen preferencias idénticas sobre la centralización y la 
descentralización. Por lo tanto, los presidentes pueden construir apoyo 
político para sus reformas centralizadoras compensando a los líderes 
provinciales que prefieren un gobierno nacional capaz de recaudar más 
impuestos de los distritos más ricos y de redistribuir estos ingresos para 
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ellos, aislando e imponiendo mayores costos para aquellos distritos con 
mayor autonomía fiscal que prefieren más poderes descentralizados 
para administrar sus propios recursos.

En otras palabras, el principal argumento es que los presidentes 
poderosos que han centralizado poder político han tendido a reducir las 
transferencias fiscales a las provincias, especialmente en contextos de 
tensión fiscal (González, 2008). A pesar de ello, los presidentes no han 
reducido las transferencias fiscales en la misma proporción entre las 
provincias. En este trabajo sostengo que los distritos más desarrollados, 
económicamente complejos y diversificados y menos dependientes en 
términos fiscales (los que tienen más capacidad “contributiva”5) que 
estén en manos de los gobernadores de la oposición serán los que asu-
men costos superiores a los demás. Considero que esto es así porque 
los presidentes centralizadores deben compensar a los que los apoyan 
la implementación de reformas centralizadoras. Los gobernadores 
de los distritos menos desarrollados y más dependientes en términos 
fiscales, son más propensos a respaldar estas iniciativas, ya que esperan 
que el presidente pueda extraer más recursos de las provincias más 
desarrolladas y distribuirlos entre ellos.

Por otro lado, los gobernadores fuertes frente a un presidente 
relativamente débil en contextos de crisis fiscales han presionado al 
gobierno central para que éste transfiera más recursos. Sin embargo, 
no todas las provincias se han beneficiado por igual de estas transfe-
rencias. Argumento que las provincias más desarrolladas y especial-
mente en manos de los gobernadores fuertes de la oposición serán más 
capaces de extraer mayores recursos del gobierno central.

Voy a explorar estas dinámicas de imposición selectiva de costos o 
beneficios para las provincias bajo dos condiciones específicas: cuando 
los presidentes o los gobernadores son capaces de concentrar poder 
político y cuando el contexto fiscal es crítico.6 Para entrar en los detalles 

5 Por capacidad extractiva entiendo la capacidad de una provincial de ex-
traer recursos de su propia estructura económica (y del gobierno central, como 
veremos más adelante); por capacidad contributiva me refiero a la capacidad 
del distrito para contribuir al fondo nacional de recaudación de impuestos.
6 Estas son las condiciones bajo las cuales los presidentes o los gobernado-
res han impuesto los cambios más sustantivos en el sistema de transferencias 
(Gonzalez, 2008).
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del proceso, haré un breve análisis de los principales acontecimien tos 
históricos en dos períodos de profundos cambios en los mecanismos de 
distribución de transferencias en Argentina: 1988 y 1992-1993. También 
corresponden a períodos históricos en que un presidente concentró 
poder en relación con los gobernadores (Menem durante 1991-1993) 
y otro en el que el presidente era políticamente débil en relación a ellos 
(Alfonsín durante 1988-1989). Puedo justificar la selección desde el 
punto de vista metodológico, ya que estos son casos que me permiten 
tener una variación en las variables independientes y dependiente, y  
en términos empíricos ya que cuento con datos fiscales comparables 
para los años entre 1983 y 2004.

En la sección que sigue, haré un breve análisis de los antecedentes 
de investigación sobre el tema. En la segunda parte, y en base a algunas 
limitaciones de la literatura, presento los argumentos teóricos princi-
pales de este trabajo, junto con las hipótesis alternativas. En la tercera 
sección, analizo algunos de los principales acontecimien tos y procesos 
históricos durante los períodos antes mencionados. Para terminar, 
presento la discusión y subrayo algunos comentarios centrales para 
finalizar.

2. ANTECEDENTES DE INVESTIGACIÓN 

A pesar de los extensos debates y la reciente expansión de la lite-
ratura sobre los factores que afectan la distribución de los recursos y 
funciones entre el gobierno central y las unidades subnacionales,7 
pocos trabajos académicos han destacado cuáles son las provincias o 
estados que se benefician (o los que son afectados) en términos fiscales 
durante los períodos de la descentralización y la centralización. Todavía 
sabemos poco sobre las condiciones que influyen en la distribución de 
recursos entre las unidades subnacionales.

Se han realizado varios aportes respecto de la distribución de recur-
sos entre las provincias de Argentina y sus implicancias fiscales (Nuñez 

7 Hay trabajos que analizan temas fiscales a nivel subnacional, como las causas 
de los déficits fiscales provinciales (Remmer and Wibbels 2000; Tommasi 2002) y 
los determinantes de la provisión de fondos de salvataje desde el gobierno federal 
(Rodden 2000, 2006). Ver González (2008) para un resumen de estos aportes. 
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Miñana y Porto, 1983; Cetrángolo y Jiménez, 1986, 1995, 1996 y 2004, 
Jones, Sanguinetti y Tommasi, 1998; Tommasi, 1998 ; Tommasi, Saiegh 
y Sanguinetti, 2001; Tommasi, 2002, Porto, 2003b). Otros trabajos han 
abordado esta cuestión desde una perspectiva histórica, describiendo 
los procesos que condujeron al aumento de las transferencias o a la 
centralización de recursos y funciones (Pírez, 1986; Chiaramonte, 
1993, Porto, 2003a y 2004, Eaton, 2004; Cetrángolo y Jiménez, 1996 y 
1997; Llach, s/ d). A pesar de la importancia y contribuciones de esta 
literatura, todavía es poco lo que sabemos acerca de los principales 
factores que afectan la distribución de fondos entre las provincias y 
aún tenemos incipiente evidencia empírica sobre los mismos. En otras 
palabras, considero que aún hay posibilidades de teorizar sobre las cau- 
sas de los cambios en la distribución de recursos entre provincias y 
realizar más análisis empíricos para explorar su relevancia.

Esfuerzos más recientes en esta línea de investigación incluyen el 
trabajo de Gibson, Calvo y Falleti (2004, p. 174), que analiza el impacto 
de la representación provincial en el Congreso federal sobre la distri-
bución territorial del gasto público del gobierno federal. La sobrerre-
presentación territorial (una variable que varía relativamente poco a 
lo largo del tiempo) parece dar cuenta de algunas pautas generales en 
la distribución del gasto público en las provincias o para explicar la 
“estática comparada” (Thelen y Steimo, 1992). Sin embargo, ésta es una 
variable relativamente débil para explicar los cambios en la distribu-
ción de fondos en el tiempo entre unidades subnacionales y dentro de 
cada una de ellas. Esta distribución (sobre todo las transferencias más 
discrecionales) ha oscilado en niveles que esta variable institucional 
relativamente estática no permite explicar. Necesitamos factores más 
dinámicos que puedan dar cuenta de estos cambios.

Calvo y Murillo (2005), siguiendo un enfoque similar, alcanzan 
una conclusión relacionada con la anterior: la sobrerrepresentación 
territorial tiene un impacto sobre la proporción de gastos provinciales 
financiados por el gobierno federal y el porcentaje de coparticipación 
recibida, controlando por población e ingresos. Pero ellos fueron más 
allá de esta conclusión e incluyeron una variable más dinámica: el 
porcentaje de votos de cada partido en cada provincia, para dar cuenta 
de la dinámica partidaria en la distribución de los fondos. Los autores 
encontraron que “las provincias controladas por peronistas recibieron 
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niveles más altos de financiación federal para sus gastos locales y una 
mayor proporción de ingresos de recursos coparticipados que aquellas 
controladas por representantes de la Alianza UCR-Frepaso” (p. 217). 

A pesar de las contribuciones en esta literatura, algunas de las 
preguntas planteadas por este trabajo aún siguen sin respuesta: en 
primer lugar, ¿todas las provincias gobernadas por el peronismo o la 
UCR-Alianza reciben la misma proporción de transferencias cuando 
el gobernador es del partido o de la coalición del presidente? El argu-
mento esgrimido por los autores no tiene en cuenta las diferencias 
estructurales entre las provincias y sostengo que hay razones teóri- 
cas para incluir esta dimensión en el argumento. En segundo lugar, 
¿éstas dinámicas cambian cuando los presidentes tienen más (o menos) 
recursos fiscales para distribuir o cuando tienen más (o menos) poder 
político? ¿Importan el poder político de los gobernadores o los contex-
tos fiscales que tienen que enfrentar estos actores? Este trabajo intenta 
abordar estas preguntas.

3. EL SISTEMA DE TRANSFERENCIAS FEDERALES  
EN ARGENTINA

Aunque en las secciones anteriores me he referido a las transferen-
cias fiscales del gobierno central en general, sin desglosar las mismas, es  
importante destacar que existen importantes diferencias entre los fon-
dos que los presidentes transfieren a los gobernadores y aquellos que 
los gobernadores reciben del gobierno central.

3.1. Transferencias Legales: El Régimen de Coparticipación

Inicialmente, podemos identificar transferencias legalmente obli-
gatorias que los presidentes deben transferir a las provincias. Una serie 
de leyes específicas regulan la distribución de estas transferencias y, a 
menos que se modifiquen estas leyes, cada año el gobierno central debe 
transferir la misma proporción (no necesariamente los mismos valores 
absolutos) de fondos en relación a los ingresos totales percibidos por  
el gobierno federal en concepto de los impuestos coparticipables. 

En Argentina, el núcleo de las transferencias obligatorias del 
gobierno central a las provincias es asignado a través de la Ley de 
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Coparticipación8 y sus modificaciones. Desde la ley de 1935 y tras las 
reformas de 1947 y 1954 (y las enmiendas de 1956 y 1957), el principal 
criterio para la distribución entre las provincias era su población.9 En 
1973, se incorporó un nuevo factor redistributivo en la distribución de 
recursos entre las provincias: la renta per cápita.

La ley actual, aprobada en 1988, estableció que el 42 por ciento de 
los impuestos recaudados en el marco del régimen deben ir al gobierno 
nacional, el 57 por ciento a las provincias, y el 1 por ciento a un fondo 
especial para financiar las crisis provinciales (Jones et al., 1998, p. 5). 
La reforma de 1988 introdujo coeficientes de distribución secundaria 
entre las provincias, eliminando fórmulas basadas en indicadores 
socio-económicos. Estos coeficientes fueron diseñados sobre la base 
de los porcentajes recibidos en años anteriores y algunas nociones de 
distribución negociadas ad hoc entre las provincias. Esta ley ha sido 
modificada por varias otras añadiendo gran complejidad al sistema 
(Jones et al., 1998, p. 5; Porto, 2003a, p. 52).

Las transferencias de coparticipación son cruciales para la mayoría 
de las provincias, ya que representan un promedio de 69 por ciento de 
todas las transferencias federales (para el período 1983-2004), el 42 por 
ciento del total de los ingresos fiscales provinciales y el 35 por ciento 
del total de ingresos provinciales (la excepción a la regla es la Capital 
Federal y, en menor medida, los distritos más desarrollados de la región 
central). Las provincias de Formosa, La Rioja, Catamarca, Corrientes, 
Santiago del Estero, Jujuy, Chaco reciben entre el 80 y el 90 por ciento 
de sus ingresos totales procedentes de transferencias federales.10

8 Esta ley establece qué impuestos integran el fondo común para ser com-
partido por el gobierno nacional y las provincias, el porcentaje de distribu-
ción de estos recursos entre el gobierno central y las provincias (distribución 
primaria), y el criterio para determinar el porcentaje que corresponde a  
cada provincia a partir de la distribución primaria (distribución secundaria) 
(Jones, Sanguinetti y Tommasi, 1998, p. 5).
9 Otros criterios presentes en las leyes de 1935 y 1947 eran el gasto provin-
cial (de acuerdo al presupuesto del año anterior) y los recursos provinciales 
recibidos durante el año anterior, incluyendo préstamos. En 1954, 1956 y 1957, 
otra variable, la producción provincial, fue incluida en la fórmula. 
10 Datos para el período comprendido entre 1983 y 2004; las dos primeras 
provincias dependieron de estas transferencias en más del 90 por ciento en el 
año 2004.
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3.2. Otras Transferencias Obligatorias

Además de las transferencias asignadas a través del régimen de 
coparticipación, las provincias reciben otras transferencias regu-
ladas por leyes especiales. Algunas de las más importantes son: los 
ingresos recaudados por los impuestos sobre los combustibles, que 
se coparticipan a las provincias (para financiar la construcción de 
carreteras, vivienda e infraestructura); los ingresos para financiar  
educación y otros servicios transferidos (leyes 23.906, 24.049 y 26.075); 
y otros ingresos de impuestos específicos que no están incluidos en  
el régimen de coparticipación (como las transferencias específicas del 
impuesto a la renta, el IVA y el impuesto a los bienes personales). En 
promedio, estas otras transferencias asignadas a través de leyes parti-
culares diferentes del régimen de coparticipación representan un poco 
más de un tercio del total de transferencias federales (para el período 
1983-2004).11

3.3. Transferencias discrecionales

El presidente también puede asignar fondos específicos de ma- 
nera discrecional en lo que respecta a la decisión de la cantidad y el 
destino de las transferencias a las provincias (en principio, sobre un 
total regulado por la ley de coparticipación de 198812). Los fondos 
discrecionales más importantes son los Aportes del Tesoro Nacional 
(ATN).13 Los ATN representan un promedio del 11 por ciento del total 
de las transferencias de coparticipación para el período 1985-2004 (o 
el 8 por ciento del total de las transferencias del gobierno central). Los 

11 También representan el 18 por ciento de la recaudación impositiva pro-
vincial y el 15 por ciento de los ingresos totales provinciales para el mismo 
período.
12 Uno por ciento del total de los fondos de coparticipación (Ley 23.548), 
aunque reformas posteriores aumentaron este monto: desde 1992, el fondo de 
ATNs recibió 2 por ciento del impuesto a las ganancias; desde 1996, se redujo 
en 6 millones anualmente, y desde 1996, tuvo un aumento de 20 millones pro-
venientes del impuesto a las ganancias (Cetrángolo and Jiménez, 1997, p. 16).
13 Desde 1988, los ATNs han sido complementarios a la coparticipación, li-
mitados en cuantía y discrecionales en su distribución (Cetrángolo and Jimé-
nez, 1997, pp. 9-10).
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mismos alcanzaron un techo del 64 por ciento en 1987, cuando la ley 
de coparticipación venció y el Tesoro realizó la mayoría de las trans-
ferencias a través de los ATN. Después de la ley de coparticipación de 
1988 (y hasta 2004), las transferencias discrecionales representaron un 
promedio de 1,28 por ciento de las transferencias de coparticipación y 
un 0,85 del total de las transferencias del gobierno central.

Juntas, las transferencias obligatorias que no son reguladas me- 
diante la ley de coparticipación y las transferencias discrecionales han 
cambiado a lo largo del tiempo (en términos absolutos o relativos, así 
como en los porcentajes distribuidos a cada distrito) siguiendo un 
patrón muy diferente al de las transferencias reguladas por la ley de 
coparticipación. Por lo tanto, las variables que ayudan a explicar los 
cambios en las transferencias obligatorias podrían ser menos adecua-
das para explicar los cambios en la distribución de otros fondos, espe-
cialmente los discrecionales (ésta es otra limitación en algunos análisis 
que utilizan variables que permanecen estables a lo largo del tiempo).

Todas estas transferencias son fundamentales para varios gober-
nadores y de ellas depende en gran parte su capacidad de gestionar 
su distritos (especialmente aquellos menos desarrollados, menos po- 
blados y cuyas economías provinciales están menos diversificadas) y, 
fundamentalmente, para construir apoyo político en los mismos. Esta 
es una de las razones principales por las que es fundamental analizar 
las dinámicas políticas detrás de la distribución de la más grande can-
tidad (posible) de transferencias del gobierno central (no sólo las de 
coparticipación) en general, y de las transferencias discrecionales en 
particular.

3.4. El Gasto de los Ministerios del Gobierno Central a las 
Provincias

El gobierno central también puede asignar fondos específicos a las 
unidades subnacionales, como por ejemplo planes de infraestructura 
o programas sociales. La ley de presupuesto regula la cuantía total de 
estos gastos y su distribución federal, las cuales pueden cambiar cada 
año de acuerdo a la distribución de poder dentro del Congreso. En 
otras palabras, su distribución no está regulada por regímenes espe-
cíficos, ya que la cantidad y el destino dependerán de lo que apruebe 
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el Congreso cada año. El gobierno federal, a través de cada uno de los 
ministerios competentes,14 se encarga de la distribución federal de 
estas transferencias, según lo dispuesto por la ley de presupuesto, y 
puede reasignar estas partidas de acuerdo a las prioridades políticas 
del presidente, haciendo uso de sus competencias legislativas.15

En resumen, parto de la suposición de que los presidentes tienen 
diferentes grados de discrecionalidad en la distribución de los fondos 
a las provincias: las transferencias obligatorias son más dif íciles de 
manipular y las mismas han sido cambiadas sólo bajo ciertas condicio-
nes específicas. Las transferencias discrecionales puede ser fácilmente 
manipuladas y los presidentes lo han hecho buscando diferentes 
objetivos. Los gastos del gobierno federal a las provincias través de sus 
ministerios se sitúan en algún lugar entre medio de las anteriores. 

Antes de entrar en los detalles de cómo se distribuyen estas trans-
ferencias, exploro brevemente cuáles son las preferencias de cada uno 
de los actores principales (presidentes y gobernadores) y qué estrate-
gias pueden seguir para alcanzar sus objetivos en la puja por recursos 
federales.

4. LAS PREFERENCIAS DE LOS PRESIDENTES  
Y GOBERNADORES 

Los presidentes quieren permanecer en el poder y aumentar el 
poder que ya tienen, quieren reelegirse (si es posible, o nombrar sus 
candidatos presidenciales preferidos para ocupar su lugar) y ganar 
prestigio, así como apoyo público. Para ello y para implementar las 
reformas que tienen en su agenda, necesitan construir apoyo político y 

14 Economía y Obras Públicas antes de 2003 y Planeamien to Federal después 
de este año para planes de infraestructura; el Ministerio de Trabajo para planes 
sociales y de empleo. 
15 En Argentina, el Poder Ejecutivo Federal (a través del Jefe de Gabinete) 
puede reasignar partidas presupuestarias aprobadas por el congreso, hacienda 
uso de los conocidos “superpoderes”. Inicialmente creada como una medida 
extraordinaria, el presidente Kirchner reform el artícu lo 37 de la Ley de Admi-
nistración Financiera y Sistemas de Control del Sector Público Nacional (Ley 
24.156) en Agosto de 2006, para institucionalizar esta herramienta legislativa 
controversial poderosa en manos del gobierno central. 

¿Qué provincias se benefician durante los períodos de centralización...?



564 

. DOSSIER . UNSAM .

coaliciones de gobierno. Los presidentes pueden movilizar a los legis-
ladores y gobernadores para obtener su apoyo político ya sea mediante 
incentivos colectivos o selectivos (Panebianco, 1988). Aunque reco-
nozco la importancia de la ideología o la identidad partidaria para 
movilizar apoyo, en este trabajo me centro en la distribución de bienes 
materiales -recursos fiscales para ser más preciso- como incentivos 
selectivos para movilizar apoyos y construir coaliciones políticas. 

Con el fin de forjar coaliciones políticas leales, los presidentes tra- 
tan de maximizar el control y distribución de recursos federales. Por 
ello, parto del supuesto de que los presidentes prefieren en primer lugar 
a la centralización y el control fiscal de los recursos subnacionales. 

Sin embargo, la centralización completa en un país federal es 
imposible. En todas las federaciones (y en varios países unitarios), y 
en grados muy diferentes, el gobierno central transfiere fondos a otros 
niveles de gobierno. Lo hacen debido a las diferencias que existen entre 
la cantidad de dinero obtenido por algunas unidades subnacionales y los 
recursos que gastan. Si los presidentes tienen que transferir recursos a 
las unidades subnacionales preferirán hacerlo de manera discrecional. 
Esto es así porque ellos podrán asignar estos recursos de acuerdo a 
sus objetivos políticos y consolidar o aumentar su poder. Apoyarán las 
transferencias discrecionales como una estrategia de segundo orden, 
después de la centralización y el control centralizado de los recursos 
subnacionales.

En la escala de preferencias, en un tercer lugar, asumo que los pre-
sidentes preferirán la transferencia de fondos no discrecionales para 
las unidades subnacionales, también llamadas transferencias legales 
o automáticas. Los ejecutivos federales prefieren las transferencias 
discrecionales sobre las transferencias legales u obligatorias porque no 
tienen control sobre estos últimos fondos y porque no los pueden asig-
nar de acuerdo a sus objetivos. La cantidad de fondos que recibe cada 
provincia está regulada por criterios específicos formales o legales.

Los ejecutivos federales también prefieren la transferencia de fon- 
dos sobre los que los gobernadores tienen poca o ninguna discrecio-
nalidad en el gasto. Es decir, prefieren transferir fondos con criterios 
de gasto asignados en lugar de recursos que pueden ser utilizados dis- 
crecionalmente por funcionarios subnacionales. 
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En el último orden de preferencias, los presidentes preferirán la 
transferencia de autoridad impositiva a las unidades subnacionales. 
Al delegar estas facultades, los presidentes no tienen control sobre los 
recursos recaudados y sobre la forma en que los mismos son gasta- 
dos por los niveles subnacionales de gobierno.

Los gobernadores quieren cumplir con las obligaciones impues-
tas por las funciones sobre las que tienen responsabilidad, quieren 
ser reelegidos (si es constitucionalmente posible) y avanzar en sus 
carreras políticas. Ellos compiten con los presidentes por el acceso a 
fondos públicos y tratan de maximizar la relación entre los recursos 
de las arcas fiscales nacionales y las funciones sobre las que son res-
ponsables. 

Para lograr sus objetivos, cumplir con sus funciones y avanzar 
en sus carreras políticas, los gobernadores, en general, quieren más 
recursos. Pero los gobernadores pueden tener distintas preferencias 
sobre cómo acceder a ellos. Estas preferencias dependen de las carac-
terísticas estructurales de sus distritos, tales como su capacidad tribu-
taria, la autonomía fiscal y las principales actividades económicas. Los 
gobernadores de las provincias más desarrolladas con gran capacidad 
tributaria estarían a favor de una autoridad fiscal más descentralizada 
en primer lugar, y más transferencias fiscales en segundo lugar. Prefe-
rirán las transferencias automáticas a aquellas que están designadas 
por el gobierno central. 

Por el contrario, los gobernadores de los distritos menos desarro-
llados, con menos capacidad impositiva o menos recursos, estarán a 
favor de más transferencias automáticas (primero) o asignadas para 
fines específicos (segundo), sobre la transferencia de autoridad tribu-
taria (tercero).

4.1. Preferencias en Relación con el Poder del Gobierno Central 
y las Transferencias Redistributivas

Provincias estructuralmente distintas pueden tener preferencias 
en conflicto respecto de la autoridad del gobierno central sobre los 
impuestos y la distribución de recursos. Las provincias más desa-
rrolladas y económicamente potentes y diversificadas, preferirán 
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administrar su propia riqueza y regular sus impuestos en lugar de 
tener un gobierno central encargado de recolectar y distribuir estos 
fondos a las unidades subnacionales de la federación. Estas unidades 
preverán un gobierno central relativamente débil para impedir proce-
sos importantes de redistribución a las regiones menos desarrolladas 
y una mayor autonomía fiscal para administrar sus propios recursos. 
También se beneficiarían de un gobierno central débil ya que podrían 
tener más peso e influencia en la extracción de recursos (así como 
otros privilegios o concesiones) en una relación de uno-a-uno.

Por el contrario, las provincias menos desarrolladas y más depen-
dientes fiscalmente preferirán un gobierno central capaz de extraer 
recursos de los distritos más ricos y de redistribuir de la riqueza a las 
unidades menos desarrollados de la federación.16 Esto significaría que 
prefieren un gobierno central relativamente fuerte, capaz de extraer 
recursos y redistribuirlos y menos autoridad fiscal en las unidades 
subnacionales en relación con la recaudación de impuestos (en lugar 
de en el gasto, en el que prefieren mucho margen de acción), para 
prevenir que las unidades más grandes tengan mayor autonomía que 
ellas. 

Varios investigadores han afirmado que las unidades subnacio-
nales fuertes y débiles pueden tener diferentes (y a veces conflictivas) 
preferencias en relación con el poder del gobierno central, la admi-
nistración de los recursos provinciales y la re-distribución de recur-
sos.17 Gibson y Falleti desarrollan estas preferencias en conflicto en 
perspectiva histórica. Para ellos, una vez que la federación argentina 
fue creada y “habiendo experimentado primero la subordinación a la 
provincia de Buenos Aires (...) diversas coaliciones de las provincias 
más débiles lucharon por un gobierno central fuerte y autónomo, 
para poner límites a la provincia más poderosa de la unión [Buenos 
Aires].” “Buenos Aires, por el contrario, (...) prefirió la periferización 
(es decir, la descentralización) cuando se enfrentó con la posibilidad 

16 Como argumenta Wibbels (2005, p. 169), “[l]a distribución de la riqueza 
entre regiones(…) tiene impacto sobre la intensidad de las demandas regiona-
les por redistribución”.
17 Ver Carvalho (1993, p. 63); Rezende (1990, 2001); Souza (1997, pp. 71-72, 
80-82); y Kugelmas (2001) por un argumento similar aplicado al caso brasileño.
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de un gobierno central con poderes autónomos” (2004, pp. 227, 230-
231). Eaton (2004, p. 85) presenta un argumento muy similar. Para él, 
la descentralización ha tendido a favorecer a la unidad subnacional  
más poderosa, Buenos Aires, en el caso de la Argentina. “La centraliza-
ción, por el contrario, generó importantes beneficios para las regiones 
menos avanzadas a través del control de la hegemonía del estado o 
provincia dominante.”

5. ESTRATEGIAS 

Una vez definidas las preferencias de los actores, a continuación 
presento las diferentes estrategias que ellos desarrollan en situaciones 
de centralización o descentralización fiscal. 

Tengo razones teóricas para suponer que cuando los presidentes 
centralizan prefieren no imponer costos iguales a todas las provincias. 
Si los presidentes tienen que tomar la decisión política de reducir los 
fondos transferidos a las unidades subnacionales, preferirán reducir  
las transferencias a las provincias que tienen una mayor proporción de 
ingresos provinciales en relación con las transferencias federales y a 
aquellas en manos de gobernadores fuertes de la oposición.

Espero que esto sea así por dos razones principales. La primera 
es una razón estructural, con implicaciones políticas y fiscales. Por un 
lado, las provincias más desarrolladas y fiscalmente más autónomas 
se opondrán a la centralización (ya que prefieren la descentralización 
y la autonomía fiscal). Sin embargo, bajo ciertas condiciones, los 
presidentes podrían contar con el apoyo de las provincias con una 
estructura productiva pobre, insignificantes recursos fiscales propios, 
y fiscalmente más dependientes del gobierno central. Estos goberna- 
dores apoyarían un gobierno nacional capaz de recaudar más impues-
tos de los distritos más ricos y de redistribuirlos a ellos. Estarían a favor 
de la centralización si eso significase que las unidades más pobres 
no tendrán que pagar los costos para implementar esta reforma (ya 
que tienen pocos recursos a ser centralizados) y que recibirán trans-
ferencias redistributivas del gobierno central a cambio de su apoyo. 
Los gobernadores de estas provincias preferirán la centralización con 
redistribución sobre la descentralización. Los ingresos serán extraídos 
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principalmente de los distritos de mayor desarrollo relativo y de las 
unidades más independientes fiscalmente, que obviamente se opon-
drán a la centralización. Las regiones más pobres también esperarán 
que los presidentes centralizadores pongan límites al poder de los 
gobernadores de los distritos más desarrollados.

Además, los distritos menos desarrollados y más dependientes 
fiscalmente enfrentan mayores costos que los más ricos si se deciden 
a entrar en conflicto con el gobierno central. En caso de conflicto, las 
autoridades centrales pueden reducir las transferencias a estos distritos, 
especialmente aquellas cuya distribución no está legalmente regulada 
(las transferencias discrecionales y las de los ministerios federales). 
Esta es una herramienta de negociación que los presidentes tienen a su 
disposición cuando tienen que negociar con los gobernadores.

Por otra parte, si los presidentes tienen que reducir los fondos, los 
distritos relativamente más desarrollados tienen más capacidad fiscal 
para hacer frente a los recortes (tienen más capacidad “contributiva”). 
Los presidentes prefieren no imponer reducciones sustanciales de 
transferencias fiscales a las provincias más dependientes y más pobres, 
ya que no tienen suficientes fuentes de ingresos para hacer frente a sus 
necesidades de gasto (especialmente si estos gobernadores tienen que 
lidiar con una crisis fiscal). Si los presidentes imponen grandes costos 
a estas provincias, pueden esperar aumentos sustanciales en los nive-
les de protesta; el conflicto social puede aumentar y, eventualmente, 
demandar alguna acción federal más costosa.

La segunda razón se basa en una motivación política doble: por 
un lado, los gobernadores opositores más fuertes y sobre todo aquellos 
de las provincias grandes y relativamente desarrolladas pueden ser 
posibles rivales de los presidentes y los ejecutivos federales prefieren 
tenerlos bajo control. Los presidentes pueden contar con el apoyo de 
los distritos menos desarrollados en este sentido. Por el otro lado, los 
presidentes prefieren que los gobernadores leales no paguen grandes 
costos debido a la disminución de las transferencias federales (ya que 
prefieren mantenerlos en su coalición de apoyos).

¿Qué harían los gobernadores si se enfrentan con un presi-
dente débil y una profunda crisis fiscal? Cuando los gobernadores 
son poderosos y los presidentes son débiles, y cuando los ejecutivos 
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subnacionales enfrentan una más o menos profunda crisis fiscal,18 es 
más probable que presionen al gobierno central para que éste aumente 
las transferencias fiscales. Todos ellos tienen incentivos para obtener 
más recursos. Sin embargo, no todos los gobernadores tienen la misma 
capacidad de extraerlos del gobierno central (llamo a esto su capaci-
dad “extractiva”). Los gobernadores de las provincias más pobladas, 
desarrolladas y fiscalmente más autónomas pueden tener una mayor 
capacidad de influir en las decisiones adoptadas por el presidente. Ellos 
controlan una mayor proporción de los votos nacionales y son también 
poderes económicos en la federación. Como tales, tienen más voz y 
capacidad de presión sobre los presidentes que aquellos de distritos 
más dependientes fiscalmente. Además, los costos que enfrentan en 
caso de conflicto con el gobierno central son mucho menores que para 
los distritos más dependientes y menos desarrollados.

Por último, no todos los gobernadores tienen la misma motiva-
ción para extraer recursos de las arcas del gobierno central. Los gober-
nadores de la oposición tienen más incentivos para obtener fondos de 
las autoridades nacionales sin preocuparse mucho sobre la capacidad 
fiscal del gobierno central para atender sus demandas (o presiones). 

Por ello, es más probable que los gobernadores más poderosos de 
la oposición de las provincias más desarrolladas, pobladas y fiscalmente 
más autónomas obtengan más recursos del gobierno central cuando el 
presidente es políticamente débil y cuando el contexto fiscal es crítico.

6. HIPÓTESIS PRINCIPAL

La hipótesis principal en este trabajo es que los presidentes pode-
rosos en contextos de crisis fiscal han tendido a centralizar recursos 
fiscales. Sin embargo, los mismos no han afectado a todas las provin-
cias por igual: han reducido más transferencias a las provincias más 
desarrolladas y pobladas que cuentan con una mayor proporción de 
recursos fiscales propios en relación a las transferencias federales 

18 Otro condicionante para que los gobernadores modifiquen la distribución 
de recursos es resolver sus problemas de acción colectiva y coordinar frente al 
gobierno central. 
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(aquellos que tienen más capacidad contributiva) y a aquellas en manos 
de gobernadores fuertes de la oposición. Los presidentes han sido más 
propensos a construir capital político para las reformas centralizado-
ras contando principalmente con el apoyo de las provincias menos 
desarrolladas y pobladas que son fiscalmente más dependientes del 
gobierno central. Por lo tanto, estos son los distritos que han recibido 
más recursos compensadores y han enfrentado costos menores debi- 
do a las reformas centralizadoras.

Cuando los gobernadores son poderosos y los presidentes son 
débiles, y cuando el contexto fiscal es crítico, los ejecutivos federales 
han sido más propensos (o han sido forzados) a aumentar las transfe-
rencias a las unidades subnacionales. Los gobernadores más fuertes de 
la oposición de las provincias más pobladas, desarrolladas y fiscalmente 
autónomas (aquellas con más capacidad de extracción) han sido más 
propensos a obtener más recursos del gobierno central.

7. PERÍODOS DE CENTRALIZACIÓN Y DESCENTRALIZACIÓN 
EN LA POST-TRANSICIÓN A LA DEMOCRACIA 

Habiendo presentado la hipótesis, desarrollo un breve relato his-
tórico sobre los efectos distributivos de la centralización y descentra-
lización y la imposición selectiva de costos y beneficios, enfocándome 
en los períodos en que hubo cambios significativos en la distribución 
de transferencias fiscales.19 Los períodos clave que elijo son, primero, 
los cambios descentralizadores implementados durante la presidencia 
de Alfonsín, cuando el régimen de coparticipación fue modificado en 
1988; y segundo, las reformas centralizadoras durante la administra- 
ción de Menem, en el período 1993/4.

Cuando la ley de coparticipación de 1973 expiró en diciembre de 
1984 (un año después que los militares decretaran su extensión), tanto 
el presidente como los gobernadores presionaron a los legisladores para 
que aprobaran una nueva ley. Sin embargo, estaban en desacuerdo sobre 
los impuestos a ser distribuidos y los porcentajes que cada nivel de 
gobierno obtendría. Ni el presidente ni la oposición, representando los  

19 En González (2012) presento un análisis cuantitativo del argumento pre-
sentado en este trabajo.
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intereses de la mayoría de los gobernadores peronistas, tenían suficien-
tes recursos políticos para aprobar (o imponer) un nuevo marco legal.20

Por lo tanto, ningún sistema de coparticipación de ingresos reguló 
las transferencias del gobierno central a las unidades subnacionales 
desde 1984 a 1987. En la ausencia de una ley de coparticipación, el 
gobierno federal distribuyó ingresos impositivos a las provincias con-
siderando las transferencias anteriores realizadas por la ley de coparti-
cipación de 1984, los déficits presupuestarios y necesidades financieras 
de las provincias, y negociaciones políticas ad hoc que no reflejaban 
procedimien tos automáticos ni criterios transparentes (Pírez, 1986, 
pp. 64-65; Eaton, 2004, p. 146). La distribución se realizaba principal-
mente mediante transferencias discrecionales de ATNs (Aportes del 
Tesoro Nacional), que representaban un 46 por ciento del total de las 
transferencias del gobierno federal en 1985 y 47 por ciento en 1986.

Con discrecionalidad y algo de poder político, Alfonsín redujo 
el gasto total de las unidades subnacionales en un 10 por ciento en 
su primer año de gobierno (de 39 por ciento en 1984 a 29 por ciento 
en 1985; FMI, 2001). Al hacerlo, afectó principalmente a los distritos 
más desarrollados, principalmente Buenos Aires. Este distrito sufrió 
la reducción de su participación en la totalidad de las transferencias 
federales de un 26 por ciento en 1983 a un 18 por ciento en 1985. De 
acuerdo a Porto (2003, p.  45), Buenos Aires perdió alrededor de 10 
por ciento de su participación, o un tercio del monto que este distrito 
recibía durante el régimen previo. Para el autor, durante su primer 
año en el gobierno, Alfonsín “produjo una notable redistribución, 
fundamentalmente desde Buenos Aires […], a provincias intermedias 
y en desarrollo.” Cetrángolo y Jiménez (1996, p. 14) llegan a las mis- 
mas conclusiones a través del análisis de la evolución de los ATNs 
durante dicho período. Para ellos “las [provincias] más desarrolladas 
(fundamentalmente la Capital Federal y Buenos Aires) perdieron parte 
de su participación en relación a las menos desarrolladas.”

Otras provincias relativamente desarrolladas y menos depen-
dientes fiscalmente, como la Capital Federal, tuvieron una reducción 

20 Raúl Alfonsín ganó las elecciones de 1983 con un 51.75 por ciento de los 
votos. Sin embargo, los radicales tenían una mayoría ínfima y estaban debilita-
dos en el senado. Además, el PJ controlaba 12 de las 22 gobernaciones. 
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de su participación de un 5 por ciento en 1983 a un 2 por ciento en 
1985. Córdoba, Santa Fe, y Mendoza sufrieron reducciones simila- 
res en proporciones menos dramáticas. Por el contrario, las provin-
cias más dependientes fiscalmente y menos pobladas, como La Rioja, 
Catamarca, Jujuy, Santiago del Estero, Salta, Chaco, Formosa, Misio-
nes, Corrientes, y San Luis vieron aumentada su participación de un 
promedio de 15 por ciento en 1983 a 18 en 1985.

En resumen, entre 1983 y 1987, y a pesar de no contar con sufi-
ciente apoyo para alterar el status quo legal, un presidente relativa-
mente poderoso, en un contexto fiscal crítico, redujo las transferencias 
a las provincias y obtuvo fondos especialmente de aquellas más desa-
rrolladas e independientes fiscalmente, favoreciendo a aquellas menos 
desarrolladas y más dependientes en términos fiscales.

La imposibilidad de reformar la ley desde 1983 llegó a su fin 
después de las elecciones legislativas y de gobernador en 1987. El PJ 
obtuvo más bancas en la cámara de dipu tados así como más gober- 
naciones, controlando 16 provincias (la UCR ganó sólo en 3, la misma 
cantidad que los partidos provinciales). La notable debilidad política 
del presidente después 1987 se combinó con una severa crisis fiscal. 
Bajo aquellas condiciones, los gobernadores opositores se articularon 
partidariamente y coordinaron sus acciones en contra del gobierno 
central para obtener más recursos, alentando al congreso a aprobar 
una nueva ley de coparticipación en 1988. 

Mediante esta ley (la 23.548), los gobernadores incluyeron nuevos 
impuestos en el fondo común a distribuir y aumentaron la participa-
ción provincial en los ingresos fiscales a 56,66 por ciento, el índice más 
alto desde que el régimen de coparticipación fuera creado en 1935. Las 
provincias más beneficiadas, como se podría esperar de acuerdo con 
el argumento teórico presentado, fueron aquellas capaces de ejercer 
más presión (aquellas con más capacidad extractiva) sobre el presi-
dente debilitado. Éste fue particularmente el caso de Buenos Aires, que 
aumentó su participación en el total de las transferencias federales en 
más de un 10 por ciento en solo dos años (de 18 por ciento en 1987 a 
20 por ciento en el período 1988-1990). En suma, las cuatro provincias 
más desarrolladas y menos dependientes fiscalmente aumentaron  
su participación en la distribución total de ingresos federales de un 
36.7 por ciento en 1987 a 39.4 en 1990. 
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Si consideramos el gasto federal del gobierno central en las pro-
vincias a través de los ministerios (fondos que no son distribuidos 
mediante coparticipación u otros regímenes legales), la proporción 
que corresponde a los distritos más desarrollados y menos dependien-
tes fiscalmente aumentó considerablemente, de 15 por ciento en 1988 
a 25 por ciento en 1990.

Esta misma proporción descendió de 53 por ciento en 1988 a 51 
por ciento en 1989, el año después de que el régimen fuera creado, 
para las provincias menos desarrolladas del Noroeste y Noreste, más 
dependientes fiscalmente. Si se excluye La Rioja, uno de los distritos 
más favorecidos durante el período, la participación total cayó de 45 a 
38 por ciento.

La mayoría de las provincias menos desarrolladas y más depen-
dientes fiscalmente recibieron menos fondos federales (incluyendo 
los obligatorios legalmente y los distribuidos discrecionalmente) du- 
rante el período. Como sostiene Porto (2003a, p. 49), tratándose de un  
juego de distribución secundaria de suma cero, este aumento en las 
transferencias para las provincias más desarrolladas representó una 
pérdida relativa para las provincias que se habían beneficiado más 
durante el período anterior, particularmente algunos de los distritos 
menos desarrollados y más dependientes fiscalmente. Para compensar 
estos desequilibrios, los mismos recibieron ayuda de emergencia desde 
el gobierno central (en la forma de bonos federales y transferencias 
provenientes de impuestos temporarios) (en promedio, y a pesar de 
estas transferencias, recibieron 17.2 por ciento en 1987 y 16.4 en 1990).

En medio de una situación caótica en términos económicos y polí-
ticos, Alfonsín abandonó el gobierno seis meses antes de finalizar su 
mandato constitucional. El excesivo gasto fiscal en el nivel subnacional 
fue una de las muchas causas que contribuyeron a los altos niveles de 
inflación. Los cambios en la ley de coparticipación de 1988, favorable 
a las unidades subnacionales, fue uno de los factores clave para com-
prender este proceso. 

Menem era relativamente fuerte en términos políticos. Su partido 
contaba con la mayoría en el senado y controlaba la primera minoría 
en la cámara de dipu tados (tenía la capacidad de formar mayoría con el 
apoyo de la UCeDe y partidos provinciales). También obtuvo poderes 
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especiales a partir de la Ley de Emergencia Económica y la Ley de 
Reforma del Estado sancionadas en 1989. A pesar de ello y del contexto 
económico y fiscal crítico en que asumió, Menem no logró aprobar 
(o imponer) una nueva ley reformando el régimen de coparticipación. 
Menem era políticamente poderoso en el congreso y obtuvo apoyo de 
actores socio-políticos, económicos y financieros cruciales (Novaro, 
1994; Palermo y Novaro, 1996), pero tuvo que enfrentar límites en 
su agenda de reformas (Mustapic, 2000; Llanos, 2001; Etchemendy y 
Palermo, 1998; Alonso, 1998). 

Aunque el poder ejecutivo se encontraba incapacitado para apro-
bar una nueva ley de coparticipación, tenía poder suficiente para nego-
ciar importantes cambios que afectaron las transferencias fiscales a  
las provincias. Menem transfirió los servicios de salud y educación a las 
provincias y las obligó a hacerse cargo económicamente de dichos ser-
vicios, reduciendo así las presiones sobre el déficit nacional (Dillinger 
y Webb, 1999, pp. 16-17; Porto, 2003a, p. 53) y afectando la autonomía 
provincial (Eaton, 2004; Falleti, 2005).

El costo total de los servicios transferidos fue de $1.200 millones 
por año (Diario de Sesiones de la Cámara de Dipu tados, 5 y 6 de 
diciembre de 1991, pp. 5310, 5320) y, como lo establecía la ley 24.049 
(Artícu lo 14), se debían financiar con una parte de los fondos coparti-
cipables a las provincias. Además, la ley 24.049 autorizaba al gobierno 
central a extraer 15 por ciento del total de los fondos coparticipables 
para financiar el sistema de pensión en un monto fijo de $43.8 millo- 
nes por mes para ser distribuidos entre las provincias con problemas 
financieros (Porto, 2003a, p. 53).

El total de transferencias a las provincias aumentó como resultado 
del crecimien to económico y una mayor recaudación fiscal después del 
programa de estabilización de 199121 y el gobierno federal utilizó esto 
durante las negociaciones para transferir los servicios sociales. Pero la 
descentralización de los servicios de salud y educación demandó un 
incremento sustancial en el gasto y no existían transferencias defini-
das por ley para contribuir a financiar estas actividades. De hecho, el 

21 Las transferencias federales totales a las provincias aumentaron de $14.7 
mil millones en 1990 a $25.1 mil millones en 1992; la coparticipación creció de 
$11.6 mil millones en 1990 a $17.6 mil millones en 1992. 
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gobierno central retiró fondos para financiar el sistema de jubilaciones 
y pensiones. 

Esta situación se vio reflejada en el monto de dinero que los go- 
biernos provinciales gastaban antes y después de la transferencia de 
estos servicios. El gasto total provincial pasó de $39.3 mil millones en 
1991, antes de la descentralización de las nuevas funciones, a $57 mil 
millones en 1994 con posterioridad a los pactos fiscales, lo que consti-
tuye un aumento cercano al 70 por ciento.

Los déficits provinciales también reflejan el impacto de la transfe-
rencia de funciones: en 1992, el déficit provincial total pasó de $1.200 
millones a $6.400 millones, un incremento del 220 por ciento. La deuda 
provincial aumentó dramáticamente, de $3.100 millones en 1993 a 
$9.800 millones en 1995; equivalente a un aumento del 316 por ciento. 
En 1991, las provincias pudieron financiar 42 por ciento de sus gastos 
con fondos de coparticipación; esta proporción cayó a 27 por ciento en 
1995 (una caída de 15 puntos).22

¿Cómo construyó Menem apoyo político para estas reformas cen-
tralizadoras? En primer lugar, imponiendo menores ajustes a aquellos 
distritos pertenecientes a la coalición “periférica” (como sostienen 
Gibson y Calvo, 2000) pero también realizando transferencias com-
pensatorias para garantizar apoyo a las reformas, especialmente de los 
distritos menos desarrollados y más dependientes fiscalmente. Menem 
transfirió una importante proporción de los fondos discrecionales a 
los distritos menos poblados, menos desarrollados y más dependientes 
fiscalmente del Noreste y Noroeste. Destinó, en promedio, $57 anua- 
les per cápita en ATNs a dichos distritos, comparado con $3 transfe-
ridos a las provincias de la región central; un equivalente a 19 veces 
más transferencias. Entre las provincias más beneficiadas, La Rioja (la 
provincia natal de Menem) recibió en promedio 30 por ciento de todos 
ATNs en el período 1989-1999, a pesar de que esta provincia contaba 
con menos del uno por ciento de la población del país. Como reflejo 
de esta estrategia, los ATNs crecieron alrededor de un 350 por ciento 
durante la administración de Menem (de $90 millones en 1990 a $319 
millones en 1993, alcanzando los $407.7 millones en 1999).

22 Si consideramos el total de las transferencias federales, la participación 
cayó de un 53 por ciento en 1992 a 45 por ciento en 1995.
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El mismo patrón de distribución que favorecía a las provincias 
menos desarrolladas y más dependientes fiscalmente se refleja tam-
bién en el gasto federal desde el gobierno central a las provincias a 
través de los ministerios nacionales. Menem otorgó, en promedio, 
$209 per cápita anuales a dichos distritos, mientras que transfirió solo 
$18 per cápita a las provincias centrales, es decir 11.6 por ciento más 
transferencias a los primeros que a los segundos. La proporción de 
estas transferencias a los distritos más desarrollados y fiscalmente 
independientes cayó de 54 por ciento en 1990 a 28 por ciento en 1991. 
Por el contrario, esta proporción aumentó sustancialmente para las 
provincias menos desarrolladas y más dependientes fiscalmente. Solo 
las provincias del Noroeste aumentaron su participación del 26 por 
ciento en 1988 (31 por ciento en 1989) a 39 por ciento en 1991. Como 
surge de nuestro argumento teórico, los gobernadores de las provin-
cias menos desarrolladas y más dependientes fiscalmente eran las que 
tenían más probabilidad de apoyar al presidente en sus esfuerzos de 
centralización y se los compensó por dicho apoyo.

De hecho, los gobernadores de las provincias menos desarrolla-
das y más dependientes de la región del norte fueron los primeros 
en apoyar la iniciativa presidencial de descentralizar los servicios de 
educación y salud sin incrementos en las transferencias (Falleti, 2003, 
pp. 146-148). Las provincias que apoyaron al presidente en las refor-
mas de centralización tuvieron que pagar un costo por ello (recibieron 
nuevos servicios que prestar sin nuevas partidas de fondos). Los 
gobernadores probablemente sabían que iban a tener que enfrentar 
algún costo de todas maneras, ya que Menem y Cavallo tenían claras 
intenciones y suficiente peso político para descentralizar funciones. 
En lugar de oponerse al presidente y ser forzados a firmar los acuerdos 
a pesar de su resistencia, los gobernadores de las provincias menos 
desarrolladas y más dependientes fiscalmente negociaron la transfe-
rencia de servicios a cambio de recursos compensatorios que podrían 
manejar discrecionalmente. 

Estos incentivos selectivos redujeron los costos de corto plazo 
para los gobernadores (y los costos para la aprobación de las refor- 
mas), permitiéndoles contar con más fondos para objetivos políticos en  
el presente, pero llevando a sus distritos a mayores desequilibrios  
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en el largo plazo. En lugar de chocar con el presidente, su estrategia 
fue extraer pagos laterales del ejecutivo federal para consolidarse en el 
poder, difiriendo los costos de las reformas en el futuro. 

Las provincias más desarrolladas y menos dependientes fiscal- 
mente, estaban menos predispuestas a firmar los acuerdos de des-
centralización y terminaron siendo las más afectas por el proceso de  
centralización. Entre ellas, como destaca Falleti (2003, p.  149) el 
impacto financiero de la transferencia de los servicios fue mayor en 
el distrito más grande, Buenos Aires, que en el resto de las provincias: 
treinta por ciento de todas las escuelas transferidas se encontraban en 
esta provincia y el gobierno provincial estaba obligado, de acuerdo a la 
nueva ley, a igualar los salarios de los antes maestros nacionales y pro-
vinciales (los sueldos provinciales eran más bajos que los de los antes 
docentes nacionales, a diferencia del resto de las provincias).

Un hecho que apoya el argumento presentado aquí es que el 
gobernador de esta provincia fue el último en firmar los acuerdos 
con el gobierno nacional, en diciembre de 1993. Y los datos fiscales 
posteriores podrían darnos una respuesta de por qué: el gasto total 
provincial de la provincia de Buenos Aires creció de $9.900 millones en 
1991 a $15.500 millones en 1994. El balance fiscal pasó de un superávit 
de $554 millones en 1992 a un déficit de $587 millones en 1994, el año 
posterior a la implementación del proceso de descentralización (aun 
habiendo Buenos Aires recibido un fondo compensatorio, creado por 
el gobierno central en 1992, para que firme el acuerdo).

8. COMENTARIOS FINALES

Este trabajo presenta evidencia empírica que indica que las dife-
rencias estructurales entre regiones son importantes para explicar la 
distribución federal de fondos federales porque afectan el conjunto de 
preferencias vinculadas a la centralización y descentralización y por-
que una mayor dependencia fiscal podría incrementar el costo para los 
gobernadores de entrar en conflicto con el presidente. 

Cuando los gobernadores fueron poderosos y el contexto fiscal des- 
favorable, las unidades subnacionales recibieron más transferencias 
desde el gobierno federal. Sin embargo, aquellas que se beneficiaron 
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más tendieron a ser las provincias más desarrolladas y menos depen-
dientes fiscalmente. Estos gobernadores tenían más peso en las 
negociaciones con el gobierno central, enfrentaban menos costos en 
caso de enfrentarse al ejecutivo federal y los presidentes tuvieron más 
problemas en controlar su poder. Los gobernadores siempre quieren 
más recursos y han presionado a los gobiernos centrales para ello; 
pero cuando los presidentes no pueden contener dichas presiones, los 
gobernadores de las provincias más desarrolladas tienen más capaci-
dad de presión para extraer mayores ingresos. 

Por el contrario, los presidentes poderosos en Argentina han ten-
dido a centralizar recursos fiscales, especialmente cuando se encuen-
tran en contextos de crisis fiscal. El proceso de centralización afectó 
a todas las provincias. Sin embargo, no todos los distritos pagaron los 
mismos costos. Los gobernadores de las provincias menos desarro-
lladas y más dependientes fiscalmente fueron compensados en una 
mayor proporción que aquellos de los distritos más desarrollados. Los 
más ampliamente beneficiados fueron aquellos que proveyeron apoyo 
político para las reformas centralizadoras del presidente. 

Los presidentes en Argentina parecen haber utilizado recursos 
fiscales para compensar los costos sufridos por quienes los apoyaban. 
No tenían demasiada capacidad de presión sobre la distribución de 
las transferencias definidas por ley. Pero cuando decidieron la apro-
bación de las reformas centralizadoras, distribuyeron transferencias 
discrecionales y gasto del gobierno central a través de los ministerios, 
compensando a aquellas provincias más propensas a dar su apoyo. 

El famoso aforismo atribuido a Getulio Vargas podría ser modi-
ficado para expresar cómo los presidentes distribuyen transferencias 
federales para configurar coaliciones y compensar adeptos: “a mis 
amigos todo, a mis adversarios un poco y a mis enemigos la ley de 
coparticipación”.
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9. DESCRIPCIÓN DE LAS VARIABLES Y FUENTES DE DATOS 

Variables Fuente Años de 
Cobertura

Transferencias Fiscales del Gobierno 
Central 

Dirección Nacional de 
Coordinación Fiscal con 
las Provincias, Ministerio 
de Economía.

1983-2004

Transferencias Discrecionales del 
Gobierno Central 
Transferencias Legalmente 
Obligatorias (Coparticipación) 
Otras Transferencias del Gobierno 
Central 

Porcentaje de Gasto de los 
Gobiernos Subnacionales como 
Porcentaje de los Gastos Totales

Datos Federal: Cuenta de 
Inversión, Ministerio de 
Economía.
Datos Provinciales: 
Dirección Nacional de 
Coordinación Fiscal con 
las Provincias.

1993-2004
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